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Mediante esta providencia decide la Sala el recurso de apelación oportunamente interpuesto por la parte ejecutante contra el auto de 16 de febrero del presente año, por medio del cual el Juzgado Quinto Civil del Circuito ordenó “el levantamiento del embargo y secuestro que recae sobre las matrículas inmobiliarias (sic) números 290-82134 y 290-82163” y dispuso se oficiara para el efecto a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos y se enterara a la secuestre. Decisión tomada dentro del proceso ejecutivo con título hipotecario adelantado por Ana Ramírez González contra diversas personas entre las cuales está el señor Álvaro González Valencia, favorecido con la decisión objeto del recurso. 
ANTECEDENTES DEL ASUNTO
La Oficina de Registro de Instrumentos Públicos dirigió al juzgado a-quo el 15 de diciembre de 2008 un oficio en el que le comunicaba que el Juzgado Tercero Administrativo había ordenado restituir la validez de la anotación 08 registrada en los folios reales que corresponden a los bienes que se habían embargado y secuestrado de propiedad del señor González Valencia, y que al revivir dicha anotación “quedarían las 2 hipotecas canceladas y pierde base jurídica el embargo ordenado con soporte de las hipotecas ya canceladas (sic).”  Manifiesta la remitente que mediante resolución 359 de 21 de octubre de 2003 había ordenado dejar sin validez la mencionada inscripción pero contra la misma se interpuso recurso de reposición y luego la acción de nulidad y restablecimiento del derecho como se infiere del encabezamiento de la comunicación enviada al Juzgado, en la que se transcribe un aparte del fallo correspondiente. 
Luego de recibido el mencionado oficio, el Juzgado sin exigir más información ni solicitar que se adjuntaran al expediente la copia de la sentencia del Juzgado Tercero Administrativo ni de sus antecedentes, dispuso el levantamiento de las medidas cautelares en providencia contra la que se ha manifestado inconforme la ejecutante. Y para sustentar la apelación se basa en apartes de la sentencia citada, la que tampoco trajo a este expediente en orden a suministrar elementos de juicio sobre la cuestión, reiterando que el Registrador de Instrumentos Públicos “en vez de seguir el procedimiento legal para disponer la cancelación del embargo, cual era el correspondiente acto administrativo que debía ser notificado a mi representada, le trasladó el problema al Juez del conocimiento, incluso haciendo afirmaciones hipotéticas…Como quien dice…mediante un simple oficio desapareció de la vida jurídica dos hipotecas constituidas legalmente, que ni han sido declaradas nulas por ninguna autoridad jurisdiccional, ni han sido efectivamente canceladas mediante acto Escriturario (sic)…aspiro a la revocatoria del auto impugnado, para que en su lugar se mantenga la medida cautelar hasta que no se agote el procedimiento que sea del caso...”. 
CONSIDERACIONES
Según las anotaciones que aparecen en los folios de matrícula inmobiliaria que constan en las copias remitidas, mediante la resolución 359 de 27 de octubre de 2003 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, se dejaron sin validez las que corresponden al número 08 de ambos folios que puede verse, correspondían a la “cancelación parcial hipoteca abierta mayor porción en cuanto a éste y 33 más” y que tuvieron como fuente la escritura 3097 de 22 de octubre de 1991 corrida en la Notaría Tercera del Círculo de Pereira. Se registró, entonces, que se cancelaban las números 4 y 5 que se refieren a la hipoteca abierta constituida por Rubén Ramiro Ríos Delgado a favor de Ana Ramírez González por medio de la escritura pública 1030 de 13 de abril de 1991 y la hipoteca abierta de mayor porción constituida entre los mismos contratantes mediante la escritura 1287 de 13 de abril de 1991.

Las mencionadas anotaciones 08 fueron las que revivieron con la decisión del Juzgado Tercero Administrativo que se ha citado, pero visto el contenido de las mismas según lo transcrito y las irregularidades que se han presentado en estos folios, las mismas que han llevado a los pronunciamientos administrativos y judiciales que se han citado pero que no se han incorporado al expediente o por lo menos no se han remitido con las copias, no puede aventurarse una decisión como la que se ha cuestionado sin tener suficiente material para fundarla y puesto que al rompe no se advierte con la debida suficiencia que ambas hipotecas hayan sido efectivamente canceladas según el texto de la anotación de marras y quedaran desprovistas de apoyo las medidas cautelares levantadas. Porque si esta trata de la “hipoteca de mayor porción” y anteriormente se había constituido otra, no puede advertirse sin duda que ambas lo estuvieren, puesto que para verificarlo habría que hacer el pertinente análisis con estudio de toda la documentación escrituraria, apareciendo por tanto, los términos empleados por la Oficina de Registro como meras hipótesis que no es dable acoger ahora, mientras no se clarifique plenamente la situación jurídica de los bienes perseguidos y aprisionados, de propiedad del señor González Valencia. 

Con este planteo, es de recalcarse, no se está desconociendo lo que decidió la autoridad judicial administrativa sino que se pone de presente que no es de simpleza la cuestión involucrada y puesto que de un plumazo no pueden desconocerse unos gravámenes hipotecarios que sirvieron para empezar la ejecución y que tendrán que ser analizados más adelante y concretamente frente a dicha determinación, cuando se resuelva si ha de decretarse la venta de los bienes, lo que involucra la averiguación sobre dicho asunto vista la controversia que ha surgido sobre el particular. Por ende, la decisión impugnada habrá de revocarse comoquiera que se le abona razón a los argumentos que expone la recurrente. 
A mérito de lo dicho, esta Sala Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, REVOCA el auto de 16 de febrero pasado proferido por el Juzgado Quinto Civil del Circuito en esta ejecución con título hipotecario. Sin costas. 
Sin costas. 

Notifíquese, 

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López 
Claudia María Arcila Ríos
Gonzalo Flórez Moreno
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